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sistemática y exhaustivamente los problemas que pueden suscitar los 
contratos tranfronterizos (s). 

• Mejorar la calidad de la legislación en vigor. Con una concepción
descentralizada o federal del derecho, este objetivo podría lograrse a 
través de la elaboración de un derecho internacional privado común 
europeo, con reglas claras. Esta solución plantea numerosas 
dificulta­des, dentro de las cuales un problema no menor es lograr un 
acuerdo respecto ue la posibilidad de disponer, por medio de la 
autonomía de la voluntad, la elección.del derecho aplicable al contrato, 
no �ólo en cuanto al derecho subsidiariamente aplicable en defecto de 
la regulación for­mulada por la autonomía material, sino también en 
cuanto al derechn imperativo del derecho elegido. Por esta vía se 
propuso. mejorar la Con­vención de Roma del 19/6/1980, sobre la ley 
aplicable a las obligaciones contractuales, en vigor desde el 1/4/1991 
entre los países de la Comuni­dad, mediante una apertura a l  soft law, 
completándola en aspectos no previstos y mejorándola mediante un 
"Reglamento europeo" directa­mente sometido al control de la 
jurisdicción europea .. 

• Adoptar u.na nueva legislación completa a nivel comunitario. Se
trataría de la elaboración de un derecho material uniforme concebido 
como la expresión de una visión unitaria de comunidad jurídica euro­
pea, suerte de símbolo de la unidad política del continente. Compren­
dería una parte general del derecho de los contratos y algunos aspectos 
de la compraventa, debiendo determinarse su ámbito de aplicación ma­
terial, esto es, si habría de estar limitada a los contratos transfronterizos
intracomunitarios o estarla destinada también a contratos domésticos, 
Según el criterio podría multiplicarse el conjunto de disposiciones apli­
cables a los diferentes contratos y se ha criticado que no sería deseable 
introducir entre los derechos internos y el derecho internacional reglas 
de fuente europea, aplicables sólo para Europa. Se han señalado ta cnbién 
como otras técnicas la posíbilidad de formular reglas complementarias 
de los derechos nacionales, o un sistema que pudiese ser elegido por las 
partes como derecho -común alternativo, en lugar de underecho nacio­
nal, subsistiendo la objeción de la duplicación, al menos de los sistemas 
jurídicos aplicables. 

Esta iniciativa llevó a una resolución del Parlamento Europeo del 
15/11/2001 relativa a la necesidad de una api:oximación de los derechos 

(8) Véase: SoNNBNBnRGllR, HANS JÜRG.BN, "L'hannonlsa1Jon ou l'uniformisation eu­
ropéeune <lu droit des c.:ontrats sont-elles nécessa..ires? Qucls problemes suscltent-t,lles?'; 
Dalloz, julio-septiembre 2002, p. 417; JlAHncAMP, MTHtm, "Modernisation and Har.­
mon!�ation of Contri1ct Law:: objeclives, methods and scope'; Uniform Law Reuiew, 2003, 
vol. VUI01/2, ps. 61 yss. 
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civiles y comerciales de los Estados miembrosC9l, ·previe11do un calenda-
rio para la elaboración y adopción de un cuerpo de disposiciones sobre 
derecho de los contratos, un verdadero Código de los Contratos europeo, 
a realizar en varias etapas a partir de 2010. 

El proceso culminó c�n la aprobacícín del Reglamento Europeo (�E) 
: 593/2008, del 17 de junio de 2008, sobre el derecho aplicable a las relacio­
nes contractuales (Roma I) que sobre la base de la Convención de Roma 

· de 1980 ha llevado a la modernización de la legislación del derecho de los
contratos en Europa a través de un instrumento de fuente c:orriunitaria
que unifica las reglas de conflicto en materia contractual entre todos los
Estados miembros cle la Uil, excepto Dinamarca, evitando las carencias
que para lograr la uniformidad emergen de los mecanismos propios un
convenio de naturaleza internacional.

Esta decisión se inscribe dentro de una política superadora de las 
orientaciones sectoriales que han seguido las directivas, sustentadas 
sobre denominadores _comunes puntuales que, frente a las diferencias 
a veces profundas que se registran en los derechos nacionales, impiden 
una verdadera armonización. Se interpreta que a través de la unificación 
legislativa se verfan favorecidas las transacciones y relaciones jurídicas 
de los particulares dentro de la Unión Europea. 

Ha sido materia de discusión la competencia legislativa de la Comu­
nidad para formular y adoptar un código de esta naturaleza. Sus defen­
sores encontraron el sustento legal en el art. 65, Tratado Constitutivo de 
la Comunidad Europea ( desde su ref�rma por el Tratado de Amsterdom ), 
que preveía la armonización del derecho de los Estados cniembrns con 

. el objeto de establecer y poner en funcionamiento un mercado común 
(Basedow), si bien esa facultad se hallaba limitada por los principios de 
subsidiariedad y de necesidad, que marcaban que cada acto legisferante 
de la Comunidad, necesitaba de la prueba concreta de que se dirige a 
mejorar el funcionamiento del mercado común interno (Jo), y luego, en las 
competencias reconocidas en el art. 81 del Tratado de Funcionamiento 
de la Unión Europea (TFlJE), por las cuales se faculta a la Unión para
desarrollar una cooperación judícíal en asuntos civiles cori repercusión 
transfronteriza, basada en el principio de reconocimiento mutuo de la.s
resoluciones judiciales y extrajudiciaJR-S. Bst·a cooperación podrá incluir la 
adopción de medidas de aproximación de las disposiciones legales y re­
glamentarias de los E.�tados miembros. Pues es claro que la elaboración 
de un instrumento uniforme es la forma última de la armonización legal 

-✓✓ 

(9) Res. COM (2001) 398-CS-O471/200'!-2001/2167 (C05).

(10) Así lo ha precisado e! fallo CJCE 5/10/2000, REC 2000-1-8419, ruo. 83/84.
























































































































































































